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Introducción [arriba]  

El comportamiento adecuado de los sujetos en el proceso ha adquirido en los 
últimos tiempos un importante lugar dentro de los estudios del derecho procesal, 
bien bajo la denominación de principio de moralidad procesal, buena fe procesal, 
lealtad y probidad y/o abuso del/en el proceso. Sin embargo, como categoría, una 
aproximación al estudio del tema resulta siempre difícil, por lo escurridizo que es, 
escapando de las manos de quien quiera establecer conceptos fijos pues, por una 
parte, las normas que hacen referencia a la corrección de los sujetos procesales 
toman en general formas o enunciados abiertos y no sancionan consecuencias 
jurídicas (con los naturales amplios márgenes interpretativos desde los cuales la 
jurisprudencia y doctrina autoral ha manejado el contenido de la llamada buena fe 
o moralidad procesal [V.gr. Las disposiciones son expresadas en cláusulas 
generales[1]]), y por otra parte, su vinculación natural con elementos en ocasiones 
reclamados como ajenos al Derecho, p. ej., con la moral positiva (o social) e 
incluso a la moral ideal (o crítica)[2], procura una relación necesaria entre estas (y 
otras categorías) y el llamado principio de moralidad o buena fe procesal, 
traduciéndose en valoraciones «en términos éticos de la actividad de defensa»[3]. 
La relación es comúnmente poco clara, entre otras razones porque se da pie a la 
utilización del mecanismo de (hetero)integración para colmar las lagunas técnicas 
(o intra legem) de este tipo de normas[4], tomando en cuenta valoraciones 
circunstanciales y contingentes (v.gr. ética, política, religión, condición particular, 
etc.), lo que no es extraño en todo conocimiento humano, pero es especialmente 
relevante al estudiar la moralidad procesal y sus consecuencias. 

La buena fe o corrección procesal también es a menudo justificada desde un 
concepto más amplio de buena fe, fundamentalmente desde aquel concepto del 
derecho privado e incluso, como una máxima que debe gobernar todo tipo de 
relación jurídica; por ejemplo señala Chiovenda que «come ogni rapporto giuridico 
o sociale il rapporto processuale debe esser governato dalla buona fede...», 
premisa esta que viene inmediatamente criticada por el autor[5]. 

El análisis que se hace de la buena fe procesal, es, en la mayoría de los casos, un 
análisis, que puede conjeturarse como superficial, fundamental pero no 
únicamente, por la descontextualización de sus usos y la generalización 
inadecuada de algunos conceptos y normas jurídicas que influyen en la concepción 
de aquel. La descontextualización debe entenderse en atención al lugar dentro del 
cual se utiliza la categoría de corrección procesal (que asume, una ostensible 
multivocidad [v.gr. buena fe, lealtad, probidad, corrección, moralidad, etc.,]), es 
decir, en el proceso. Fenómeno este entendido como método[6], sin perjuicio de 
otras concepciones, que se postula como posibilidad última para que los sujetos 
diriman sus conflictos, con fines de evitar el uso ilegítimo de la fuerza, donde la 
llamada moralidad del debate aparece, en principio e idealmente, como un 
correctivo para que aquel no deje de ser un método civilizado. 

La premisa de la buena fe procesal o moralidad radica en que todo proceso debe 
conducirse dentro de límites racionales y razonables de respeto y consideración, 
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atendiendo a la circunstancia procesal de cada sujeto y a la finalidad del método 
de debate. Con el presente trabajo pretendemos no más que aproximarnos al tema 
problemático de la buena fe o moralidad procesal, con particular referencia al 
proceso civil venezolano, con la intención de subrayar algunas particularidades 
metodológicas que implica su estudio. 

1. Generalidades sobre la buena fe o moralidad procesal. Particular referencia 
al ordenamiento jurídico venezolano [arriba]  

El correcto uso del proceso por las partes fue una preocupación de antaño[7] y aún 
lo es. Indica Couture que «en los últimos tiempos, se ha producido un retorno a la 
tendencia de acentuar la efectividad de un leal y honorable debate procesal»[8]. 
Cabe mencionar que a finales del siglo XIX el Código procesal austríaco (ZPO 
kleniana de 1895) estableció expresamente en su artículo 178 el deber de decir la 
verdad y en general mantener una actitud de colaboración en juicio. 

  

Según relata Couture[9] el texto del Código austríaco fue reproducido en varios 
códigos europeos: así el § 222 de la Zivilprozessordnung húngara de 1911; también 
en algunos Códigos cantonales suizos, así: la Loi de Procédure Civile para el Cantón 
de Ginebra de 2 de diciembre de 1911; la Zivilprozessordnung para el Cantón de 
Basilea, modificado en 1903, 1907 y 1911; el Gesetz betreffend den Zivilprozess de 
13 de abril de 1913 y el Gesetz betreffend das Gerichtswesen im allgemeinen de 29 
de enero de 1911 para el Cantón de Zurich; el Code de Procédure Civile de 20 de 
noviembre de 1911 para el Cantón de Vaud. 

Particularmente la Novela alemana de octubre de 1933, que entró en vigor desde 
el 1° de enero de 1934[10] y que reformó la Zivilprozessordnung, estableció en el § 
138 el deber de las partes de decir la verdad en el litigio (Wahrheitspflicht)[11]. 

Según indica Loreto, los Motivos de la Novela alemana fueron los siguientes: «Una 
administración de justicia popular, afirman, es sólo posible en un procedimiento 
que sea comprensivo al pueblo, y que, al mismo tiempo, garantice una tutela 
jurídica tan segura como rápida. Las partes y sus representantes deben 
convencerse que la administración de justicia no sirve solamente a ellos, sino 
también a la seguridad jurídica de todo el pueblo. No puede permitirse a ninguna 
de las partes que extravíe al tribunal con mentiras o que abuse de su capacidad de 
trabajo (Arbeitskrft) dilatando el procedimiento, ya de manera dolosa, ya por vía 
de negligencia. Frente a la tutela jurídica, a la cual todos tienen derecho, 
corresponde el deber de todo sujeto de facilitar al juez la búsqueda del derecho 
(Findung des Rechts) mediante una dirección honrada y cuidadosa del 
proceso»[12]. 

En este contexto, en Italia se realizaron varios Proyectos que incluyeron 
expresamente norma relativa a la conducta debida por las partes en el proceso. 
Así, la Comisión de Post-Guerra (Proyecto Chiovenda) elaboró un Proyecto de 
Código de Procedimiento Civil que incluye una disposición normativa sobre el 
particular en su artículo 20: 

Nella esposizione dei fatti le parti e i loro avvocati hanno il dovere di non dire 
consapevolmente cosa contraria al vero. La parte deve, nella prima occasione che 
avrà per farlo, dichiarare se i singoli fatti esposti dall’avversario siano secondo la 
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sua convinzione conformi al vero. Riguardo ai fatti che non le sono proprii, o che 
essa non ha personalmente osservato, la parte può limitarsi a dichiarare di non 
sapere se siano veri: questa dichiarazione vale contestazione[13]. 

Por su parte el Proyecto presentado por Carnelutti a la Comisión Real para la 
reforma del Código de Procedimiento Civil, estableció bajo el título “Dovere di 
verità e di prudenza” en el artículo 28 que: 

La parte ha il dovere di affermare al giudice i fatti secondo la verità e di non 
proporre pretese, difese o eccezioni senza averne ponderato il fondamento[14]. 

Continuando con los proyectos italianos, el Progetto preliminare del codice di 
procedura civile (Proyecto Solmi) elaborado en 1937 por un grupo de Magistrados 
del Ministerio de Gracia y Justicia estableció en su artículo 26: 

Las partes, los procuradores y los defensores, tienen la obligación de exponer al 
juez los hechos según la verdad y de no proponer demandas, defensas excepciones 
o pruebas que no sean de buena fe[15]. 

No obstante en Italia, dadas las reacciones en contra del deber de decir la verdad, 
este proyecto no fue adoptado[16]. Tanto Carnelutti, Calamandrei y Redenti 
propusieron una redacción, en definitiva promulgada, que estableció no la 
obligación de decir la verdad, sino el deber de probidad y lealtad[17]. Así, el 
artículo 29 del Progetto definitivo di Codice di procedura civile, que es hoy el 
artículo 88 del Codice di procedura civile, quedó redactado así: 

Le parti e i loro procuratori e difensori hanno il dovere di agire con probità e con 
lealtà[18]. 

Los antecedentes brevemente mencionados son importantes para el estudio 
referido a la moralidad y/o buena fe procesal en Venezuela, en atención a la 
influencia que el Codice italiano tuvo sobre el Código de Procedimiento civil 
vigente en el País (sancionado en 1986), particularmente en la redacción de los 
artículos 17 y 170[19]. 

Señala Argüello que en el Proyecto de Código de Procedimiento Civil presentado al 
Ejecutivo Nacional ante la Cámara del Senado, en fecha 17 de noviembre de 1975, 
se estableció una disposición normativa, redactada así: «Las partes y sus 
apoderados deben comportarse en juicio con lealtad y probidad. Si los apoderados 
faltasen a este deber, el Juez está obligado a denunciar el hecho al Colegio de 
Abogados que ejerce el poder disciplinario sobre ellos». 

La norma proyectada era traducción del artículo 88 del Codice di procedura civile 
italiano de 1940; de hecho uno de los juristas que participó en la redacción del 
Código señala que el fundamento de la norma se explica de la propia Relazione al 
Re (o Relación Grandi), ya que «la idea fundamental que ha inspirado estas 
disposiciones del nuevo Código –puede decirse con la Relación Grandi- es la de que 
el contacto directo del juez con las partes debe originar en éstas la convicción de 
la absoluta inutilidad de las trapisondas y engaños. Los litigantes deberán percibir 
que la astucia no sirve para ganar los pleitos y que, además, puede ser causa para 
perderlos; se verán así obligados a comportarse con buena fe, sea para obedecer a 



su conciencia moral, sea para ajustarse a su interés práctico, pues éste les 
mostrará que en definitiva la deshonestidad no constituye un buen negocio...»[20]. 

Aquella norma del Proyecto era mucho más limitada que la norma establecida en 
el artículo 17 del mismo Proyecto, que señalaba: «El Juez deberá tomar de oficio o 
a petición de parte todas las medidas necesarias establecidas en la ley, tendientes 
a prevenir o a sancionar las faltas a la lealtad y probidad en el proceso, las 
contrarias a la ética profesional, o cualquier acto contrario a la dignidad de la 
justicia y al respeto que se deben los litigantes»[21]. 

Según señala Argüello la Comisión Redactora que estuvo formada por los 
distinguidos profesores doctores Arístides Rengel-Romberg, Leopoldo Márquez 
Añez, José Andrés Fuenmayor y Luís Mauri Crespo, para proponer la modificación y 
ampliación de los artículos 17 y 170 del Proyecto, se inspiraron en antecedentes 
legales de otros países, como el derogado Código de Procedimiento Civil 
colombiano de 1970 (arts. 71, 72, 73 y 74) y el Código de Procedimiento Civil 
brasilero de 1973 (arts. 14, 16, 17 y 18) y así se redactaron de una manera más 
amplia los artículos 17 y 170 del vigente Código de Procedimiento Civil 
venezolano[22]. Es decir, al primer aparte del artículo 170, que se corresponde con 
el vigente artículo 88 del Codice di procedura civile italiano de 1940, le fueron 
agregados tres numerales y un parágrafo único, inspirados en el Código de 
Procedimiento Civil colombiano 1970 y el Código de Procedimiento Civil de Brasil 
de 1973. 

Señala Argüello que no obstante «la Comisión Redactora en su informe final sobre 
el Proyecto de Código de Procedimiento Civil, reconoce que la modificación y 
ampliación del artículo 170, teniendo en cuenta nuestra (particular situación y 
circunstancia, en Venezuela)... optó por una posición conservadora, en el sentido 
de confiar el conocimiento, la sustanciación y decisión de la pretensión de 
responsabilidad patrimonial a un procedimiento principal posterior, ordinario, a fin 
de garantizar la mayor pulcritud y la amplitud de defensas que una causa de esta 
especie requiere. No quiso la Comisión Redactora hacer suyas las modificaciones y 
regulaciones establecidas en los Códigos de Procedimiento Civil, colombiano y 
brasilero»[23]. 

Las vigentes normas del Código de rito civil expresamente referidas a la 
moralidad/buena fe/lealtad y probidad, expresadas tanto en el artículo 17 del 
Código de Procedimiento Civil y en su Capítulo III, De los deberes de las partes y de 
los apoderados, han sido justificadas por Rengel-Romberg, integrante de la 
Comisión Redactora del Código, señalando «en cuanto a la lealtad y probidad en el 
proceso, una de las “Disposiciones Fundamentales” establece: [...] (Art. 17); y se 
consagra también entre los deberes de las partes y de los apoderados, el actuar en 
el proceso con lealtad y probidad: exponer los hechos de acuerdo a la verdad; no 
interponer pretensiones ni alegar defensas, ni promover incidentes, cuando tengan 
conciencia de su manifiesta falta de fundamentos; y no promover pruebas, ni 
realizar, ni hacer realizar, actos inútiles o innecesarios a la defensa del derecho 
que sostengan, quedando responsables de los daños y perjuicios que causen las 
partes o los terceros que actúan en el proceso con temeridad o mala fe»[24]. 

El artículo 170 del Código de Procedimiento Civil venezolano, funciona como la 
base normativa fundamental del llamado “deber” de lealtad y probidad, cuyo 
contenido según la disposición normativa se resuelve, naturalmente, en el deber 
general de actuar con lealtad y probidad, y como manifestaciones de estos 1) el 
deber de decir la verdad en juicio, 2) el deber de no actuar con temeridad y 3) el 



deber de no promover actos que obstaculicen de una manera ostensible y reiterada 
el desenvolvimiento normal del proceso. Así, el artículo 170 del Código de 
Procedimiento Civil venezolano, reza textualmente: 

Las partes, sus apoderados y abogados asistentes deben actuar en el proceso con 
lealtad y probidad. En tal virtud, deberán: 

1º Exponer los hechos de acuerdo a la verdad; 

2º No interponer pretensiones ni alegar defensas, ni promover incidentes, cuando 
tengan conciencia de su manifiesta falta de fundamentos; 

3º No promover pruebas, ni realizar, ni hacer realizar, actos inútiles o innecesarios 
a la defensa del derecho que sostengan. 

PARÁGRAFO ÚNICO.— Las partes y los terceros que actúen en el proceso con 
temeridad o mala fe son responsables por los daños y perjuicios que causaren. 

Se presume, salvo prueba en contrario, que la parte o el tercero han actuado en el 
proceso con temeridad o mala fe cuando: 

1º Deduzcan en el proceso pretensiones o defensas, principales o incidentales, 
manifiestamente infundadas; 

2º Maliciosamente alteren u omitan hechos esenciales a la causa; 

3º Obstaculicen de una manera ostensible y reiterada el desenvolvimiento normal 
del proceso. 

Frente a estos deberes de las partes se consagró un poder/deber del juez en el 
artículo 17 del Código de Procedimiento Civil vigente: 

El Juez deberá tomar de oficio o a petición de parte, todas las medidas necesarias 
establecidas en la ley, tendentes a prevenir o a sancionar las faltas a la lealtad y 
probidad en el proceso, las contrarias a la ética profesional, la colusión y el fraude 
procesales, o cualquier acto contrario a la majestad de la justicia y al respeto que 
se deben los litigantes. 

El Código de rito civil venezolano reglamentó en forma amplía y celosa el deber de 
las partes y sus apoderados en el proceso al establecer no sólo que debían actuar 
con lealtad y probidad, sino que resuelve como manifestación de este deber que 
las partes y sus apoderados tienen el deber de decir la verdad en juicio, el deber 
de no actuar con temeridad y el deber de no promover actos inútiles (artículo 
170). La consecuencia inmediata e indiscutible que se deduce de la norma antes 
referida, por violación de los deberes en cuestión, es la responsabilidad civil por 
daños y perjuicios, que a diferencia de otros ordenamientos jurídicos (como 
aquellos en los que se inspiró el Código venezolano) no es una responsabilidad 
patrimonial endoprocesal, ni tampoco alcanza a los apoderados, pues el parágrafo 
único se refiere únicamente a las partes y los terceros[25]. A tales fines la misma 
disposición normativa establece una presunción iuris tantum de temeridad o mala 
fe procesal cuando actúe violando los deberes enunciados. 



Así mismo se atribuye al juez el poder de prevenir o sancionar de oficio o a 
petición de parte, las faltas a la lealtad y probidad en el proceso, las contrarias a 
la ética profesional, la colusión y el fraude procesales, o cualquier acto contrario a 
la majestad de la justicia y al respeto que se deben los litigantes (artículo 17). 

En cuanto a las leyes procesales especiales, el legislador procesal laboral 
venezolano (Ley Orgánica Procesal del Trabajo) dio amplios poderes y facultades 
discrecionales a los jueces para prevenir y sancionar la conducta de las partes 
contrarias al deber de lealtad y probidad. El artículo 48, que además de ser una 
reproducción de los artículos 17 y 170 del Código de Procedimiento Civil, otorga al 
juez el poder de extraer elementos de convicción de la conducta procesal de las 
partes que sea contraria al deber moralidad[26], de sus apoderados o de los 
terceros y ordena oficiar lo conducente a los organismos competentes (es decir, los 
colegios profesionales), a fin de que se establezcan las responsabilidades legales a 
que haya lugar; hace deudor de daños y perjuicios a la parte, el apoderado o los 
terceros que se comporten con temeridad o mala fe; además de ser estos sujetos 
pasibles de multas, cuya falta de pago puede generar privación de libertad (sin 
recurso alguno)[27]. 

Por su parte, el artículo 122 de la ley procesal laboral otorga al juez (o mejor, 
reitera) el poder (previsto en el art. 48) de extraer conclusiones de la conducta 
procesal de las partes cuando se manifieste notoriamente en la falta de 
cooperación para lograr la finalidad de los medios probatorios o en general lo que 
la ley califica como “otras actitudes de obstrucción”, imponiendo el deber legal 
que las conclusiones del juez estén debidamente fundamentadas[28]. 

La perplejidad y problema inmediato que surge de las normas mencionadas, y de 
aquellas de naturaleza semejante, radica en la determinación de su contenido, 
alcance e interpretación (o forma de interpretación). La vaguedad en general de 
estas normas, que no prescriben conductas individualizables a priori y en forma 
analítica, con expresiones elásticas, condicionadas por factores, en mayor medida: 
ideológicos, culturales, políticos, sociales, más que jurídicos, se prestan a una 
variable discrecionalidad en su apreciación. Lo que resulta importante y relevante 
para el contexto donde pretenden tener eficacia, a saber, el proceso. 

El proceso cómo método debe seguir pautas no sólo formales (normas 
procedimentales) sino que regulen, al menos implícitamente, la actitud ética de 
sus intervinientes, de ahí que surge el problema de trazar límites a esos 
imperativos y más concretamente de la conducta específica que debe exigirse a los 
sujetos procesales sobre la base de estas normas. Desde esta perspectiva se habla 
de deber de decir la verdad, de lealtad, de probidad, buena fe, deber de 
colaboración, no obstrucción, litis temerarias o abusivas, temeridad en general, 
tácticas dilatorias, Estoppel, abuso procesal[29](abuso del proceso, en el proceso y 
de los instrumentos procesales), exceso de defensa, de fraude procesal, dolo, 
colusión, simulación de procesos y siempre se relacionan todas estas variables con 
la moralidad/buena fe/corrección/lealtad o probidad, expresándose una aparente 
relación conceptual necesaria que vincula los términos anteriores con un principio 
procesal (llamado principio de buena fe procesal, principio de moralidad, principio 
de corrección procesal, etc.)[30]. 

Lo cierto es que no existe una delimitación conceptual que desde las disposiciones 
normativas podamos inferir a priori y sin problemas, pues en razón de la naturaleza 
de los enunciados que expresan dichos imperativos (V.gr., cláusulas normativas 
generales, expresiones elásticas, conceptos válvula, normas en blanco, etc.,) se 



hace difícil convenir en el alcance y sentido de los términos que se usan para 
describir en sentido positivo cuál debe ser la conducta debida en juicio[31], y, 
además, cuáles son los supuestos de hecho de estas normas. E incluso no existe 
siquiera acuerdo para denominar al tema en referencia: se habla de principio de 
moralidad, de buena fe, de lealtad y probidad, y en general, de abuso del/en el 
proceso. 

2. Algunos problemas metodológicos para el estudio de la buena fe o moralidad 
procesal [arriba]  

La falta de rigor presente en el análisis del fenómeno normativo de la buena fe 
procesal, afecta la eficaz aplicación y observancia de las normas en cuestión y 
sirve para fundamentar interpretaciones (en rigor, integraciones) particulares, no 
siempre sistemáticas, que, en otras palabras, pueden generar (o generan) 
incoherencia lógica (inconsistency) con el ordenamiento[32]. Por ejemplo, la no 
distinción entre abogados y partes, cuando de conducta procesal se trata, es una 
de las manifestaciones de la superficialidad del tratamiento del tema y aplicación 
de las normas; o la multivocidad y comprensión con un mismo término de 
fenómenos diferentes o con términos diferentes un mismo fenómeno, como p.ej., 
deber decir la verdad, de lealtad, de probidad, buena fe, deber de colaboración, 
no obstrucción, litis temerarias o abusivas, tácticas dilatorias, abuso procesal, de 
fraude procesal, dolo, colusión, simulación de procesos. 

Por otra parte, es casi natural acudir a la doctrina civil o mejor aun a las 
construcciones dogmáticas de casos paradigmáticos de manifestación de buena fe y 
abuso del derecho en el Derecho privado[33] para justificar la buena fe procesal o 
principio de moralidad, sin reparar o distinguir los valores tutelados en aquellos 
contextos y en el contexto procesal[34]. Incluso, se sustituye el nomen iuris 
principio de moralidad/lealtad y probidad/buena fe procesal con el de abuso 
del/en el proceso o abuso procesal, con un nuevo reenvío a la dogmática de la 
teoría del abuso del derecho[35]. 

Adicionalmente, resulta necesario insistir que las disposiciones normativas relativas 
a la buena fe o moralidad procesal son por lo general vagas e indeterminadas en 
cuanto al supuesto de hecho y consecuencias jurídicas, lo que hace necesario 
indagar qué función cumplen en los ordenamientos jurídicos estas cláusulas 
generales, conceptos válvulas o normas en blanco[36], y naturalmente, cuáles son 
sus límites; y en el mismo sentido, al considerarse a la buena fe o moralidad 
procesal como un principio conviene tener en cuenta qué queremos decir cuando 
hacemos mención a la expresión “principio”, pues su heterogeneidad y 
ambigüedad son patentes, bien por los diferentes usos que se le atribuye[37] como 
por la circunstancia que no todos los llamados principios generales son generales 
en el mismo sentido y alcance. 

De manera que es notorio el rol protagónico que juega la doctrina autoral, en 
atención a la vaguedad y ambigüedad del fenómeno, en la construcción y/o 
elaboración de criterios para identificar los casos de violación del deber de 
moralidad o buena fe procesal, bien diferenciando casos que no deben ser 
incluidos dentro del estudio del fenómeno de la moralidad o buena fe procesal, 
como tomando en cuenta el potencial riesgo de afectación del derecho de las 
partes a litigar. 

Desde un análisis normativo, es necesario describir los límites a esos imperativos 
que el principio de moralidad impone a los sujetos del proceso que hemos señalado 
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supra como eventuales destinatarios imputaciones y/o sanciones sobre la base de 
la violación del principio de la buena fe procesal, expresado en estas normas 
abiertas, dentro de los esquemas normativos de comportamiento que describe el 
legislador procesal y en atención al contexto donde estos esquemas normativos de 
comportamiento pretenden tener eficacia, a saber, en el proceso. 

Como señala Scialoja «el problema de impedir con sanciones penales las litis 
temerarias es uno de los problemas más delicados, y también de los más difíciles, 
de toda legislación (y se puede decir que ninguna de ellas ha llegado a resolverlo 
plenamente), pues hay que evitar dos excesos igualmente perjudiciales. Por una 
parte, el legislador debe remediar los graves inconvenientes de los múltiples 
juicios y del espíritu litigioso de los ciudadanos; por otra parte la litis no es más 
que la sanción de las disposiciones del derecho; es necesario pues que se pueda 
litigar y hasta que se pueda litigar fácilmente, para que el derecho no pierda toda 
eficacia práctica, para que sea aplicable. Hay una especie de contradicción entre 
estos dos fines, de donde deriva la dificultad para resolver el problema»[38]. 

Los sistemas jurídicos del mundo se preocupan cada vez más por regular 
normativamente la corrección procesal de las partes, buena fe, moralidad/lealtad 
o probidad del debate y/o el abuso del/en el proceso. Como evidencia de esta 
preocupación, figuran, entre otros, el Congreso de la Asociación Mundial de 
Derecho Procesal (IAPL) celebrado en Louisiana (EUA) entre los días 27 y 30 de 
octubre de 1998 donde el tema de discusión fue precisamente el abuso del 
proceso: Abuse of Procedural Rights: Comparative Standards of Procedural Fairness 
y más recientemente en Italia el XXVIII Convegno Nazionale della Associazione 
Italiana fra gli studiosi del processo civile su«l’abuso del processo» celebrado en 
Urbino entre el 23 y 24 de septiembre de 2011[39], además de un importante 
número de obras de doctrina autoral donde se estudia el tema, directa o 
incidentalmente[40]. 

Pero también, el fenómeno encuentra consagración normativa en diferentes 
ordenamientos jurídicos actuales, como el mencionado artículo 88 (y los arts. 91, 
92 y 96) del Codice di procedura civile italiano, el artículo 32.1 del Code de 
procédure civil francés[41], el artículo 247 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
española[42], el artículo 24 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de 
Santa Fe, Argentina[43], el artículo 14 del Código de Processo Civil de Brasil[44], 
los artículos 78, 79, 80 y 81 del Código General del Proceso colombiano[45], los 
artículos 51, 52 e 53 del Código Procesal Civil paraguayo[46], el artículo 109 del 
Código Procesal Civil peruano[47], el artículo 5 del Código General del Proceso 
uruguayo[48] y los mencionados artículos 17 y 170 del Código de Procedimiento 
Civil venezolano, por mencionar algunos. 

3. La buena fe procesal. La preocupación, su justificación y el problema meta 
ético que encierra [arriba]  

El llamado principio de moralidad o buena fe procesal suele ser justificado como el 
resultado de elecciones políticas sobre la función del proceso, particularmente en 
los ordenamientos jurídicos occidentales, donde se sostiene frecuentemente que la 
moralidad del proceso va de la mano con la función de la jurisdicción y el proceso, 
y suele ser enfocado, generalmente, atendiendo a perspectivas axiológico-
monistas. Creemos que una perspectiva de análisis pluralista-axiológica permite 
evitar absolutos en la concepción del fenómeno y abordar otras perspectivas de 
análisis descuidadas que se inscriben dentro de la buena fe procesal. 
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Afirmamos que la identificación y aplicación de las normas sobre moralidad/buena 
fe/abuso del/en el proceso están condicionadas por los contextos normativos de 
aplicación (v. gr. el proceso). El análisis de todo instituto jurídico implica siempre 
una toma de posición o al menos la escogencia de una orientación axiológica. Al 
plantearnos el dilema de escoger un valor que guíe u oriente este breve estudio, 
una serie de teorías monistas que identifican al proceso como forma de realizar un 
valor, que a su vez, se afirma, es la expresión de todos los demás valores o incluso 
se sobrepone a aquellos en modo absoluto (p.ej. justicia c/ libertad). Ninguna de 
estas teorías, claramente monistas (monismo ético), son de nuestra preferencia, 
nos contenta más una orientación de análisis pluralista-axiológico, capaz de 
reconducir y superar a aquellas. 

En este sentido Zagrebelsky señala «Si cada principio y cada valor se entendiesen 
como conceptos absolutos sería imposible admitir otros juntos a ellos. Es el tema 
del conflicto de valores, que querríamos resolver dando la victoria a todos, aun 
cuando no ignoremos su tendencial inconciliabilidad. En el tiempo presente parece 
dominar la aspiración a algo que es conceptualmente imposible, pero altamente 
deseable en la práctica: no la prevalencia de un solo valor y de un sólo principio, 
sino la salvaguardia de varios símultáneamente»[49]. 

El valor libertad está sin duda presente de manera clara y necesaria en el método 
que llamamos proceso, es decir, el proceso está inspirado por ideas propias del 
liberalismo. Entendido éste (en sentido estricto) como «la doctrina política que, 
más allá de privilegiar la libertad sobre otros valores, la concibe como conjunto de 
derechos individuales oponibles no sólo a otros individuos, sino también a las leyes 
del Estado»[50]. Pero no implica que su vigencia signifique el abandono de otros 
valores, sino que aquel es una forma propia para realizar el valor libertad. 
Partiendo del valor libertad, hay que afirmar que no es absoluto, es decir, no debe 
admitirse una doctrina liberal anarcocapitalista con la cual se atribuya 
«permanentemente a los particulares también las funciones tradicionales del 
Estado –defensa y justicia- recurriendo a agencias de protección»[51] y tampoco 
una doctrina del libertarianism o liberismo que vaya en contra del Estado social y a 
favor del mercado[52]. 

Surge pues el problema del enfrentamiento entre valores afrontado por el 
pluralismo[53], como recurso y riqueza para la unidad y existencia misma del 
Estado[54]. La voz «pluralismo» debe ser entendida, en el orden que nos ocupa, no 
como pluralismo político o pluralismo cultural[55], sino como pluralismo ético o 
práctico (value pluralism), como doctrina metaética y analítica[56], o «exigencia 
de abandonar lo que podríamos llamar soberanía de un único principio político 
dominante del que puedan extraerse deductivamente todas las ejecuciones 
concretas sobre la base del principio de exclusión de lo diferente»[57], es decir, 
los valores últimos son múltiples, pueden chocar y pueden resolverse caso por 
caso[58]. 

Desde que se justifican valores como la verdad, la justicia, la celeridad y eficacia 
de la justicia como fines últimos del proceso; la libertad y los sujetos titulares de 
ésta, la seguridad jurídica, la defensa y otros valores que pueden llamarse de 
primera generación, quedan en un segundo plano, y fuera de cualquier posibilidad 
de conflicto por la pretendida superioridad axiológica determinada a priori. 
Criterios estos que han degenerado en tesis que ven en el resultado del proceso y 
la jurisdicción valores últimos y únicos del proceso, que, al margen de los sujetos 



(v.gr. las partes) y la situación objeto de conflicto, pueden ser alcanzados en 
perjuicio de estos y de las garantías y derechos constitucionales. 

Así, se afirma entre otras consecuencias que la conducta de las partes debe 
ajustarse a cánones de moralidad y buena fe, no sólo para que el debate se lleve a 
cabo respetando las reglas del juego, sino para que la conducta de las partes esté 
también en sintonía con las finalidades últimas del proceso (v.gr. verdad, la 
justicia, la celeridad y eficacia de la justicia). 

Esto engendra un problema de choque entre aquellas premisas con los 
fundamentos del proceso y la realidad que lo justifica como hemos señalado, a 
saber, su instrumentalidad como método de debate dialéctico de resolución de 
controversias dispuesto para que las partes debatan frente a un tercero (el juez) 
sus razones, quien decidirá v.gr. a quién corresponde la razón. Es decir, el proceso 
como método para atribuir razón a quien la tiene y no como instrumento político o 
moralizador de la sociedad. 

No puede ser ajeno al proceso el fin/valor justicia, pero como señalan Zagrebelsky 
y Martini «toda la historia de la humanidad es una lucha por afirmar concepciones 
de la justicia distintas e incluso antitéticas, “verdaderas” solamente para quienes 
las profesan»[59]. 

El riesgo de caer atrapados en monismos axiológicos se acentúa a su vez por los 
peligros de las ideologías; como señalan Zagrebelsky y Martini «la justicia renuncia 
a su autonomía y se pierde en los ideales en las ideologías o en las utopías. Se 
reduce a un artificio retórico para reivindicar esta o aquella visión política: la 
justicia proletaria, la justicia étnica o völkish del nazismo, la justicia burguesa, 
etcétera, cada una presentada como justicia auténtica, alternativa a las demás 
falsificaciones de justicia»[60]. Continúan los autores «detrás del llamamiento a 
los valores más elevados y universales es fácil que se esconda la más despiadada 
lucha por el poder, el más material de los intereses. Cuanto más puros y sublimes 
son estos valores, tanto más terribles son los excesos que justifican»[61]. 

Esta problemática axiológica enfrenta particularmente al valor justicia y al valor 
libertad, enfrentamiento que más allá de ofrecer un vencedor debe (y puede) 
ofrecer vías de análisis y racionalización para que ambos valores puedan coexistir. 
Citando nuevamente a Zagrebelsky y Martini «Justicia y libertad, como exigencias 
existenciales, muestran de esta forma que están implicadas, que no se puede 
lograr una sin la otra: no hay justicia sin libertad de perseguirla; no hay libertad 
sin una justicia que merezca ser perseguida»[62]. 

Pero el proceso, como método de debate, reiteramos, tiene, en los ordenamientos 
jurídicos, una justificación como garantía de los demás derechos, y como tal, 
necesita de la libertad como elemento fundamental para funcionar. A esta 
concepción se le denomina garantismo como «teoría de las garantías jurídicas, 
políticas, constitucionales, llamadas a tutelar a los ciudadanos del eventual 
arbitrio y de las prevaricaciones de los detentadores del poder político»[63], es 
decir, como teoría normativa, que privilegia la vigencia de los derechos 
fundamentales y la instrumentalidad del Estado para que a través de sus 
instituciones acceda a la búsqueda y concretización de los valores prometidos en 
las constituciones. 



El proceso, y las garantías que con éste se pretenden hacer valer, son propiamente 
liberales, particularmente el proceso es una garantía liberal que opera hacia el 
pasado[64], lo que no debe espantar ni alarmar a la existencia y vigencia del 
Estado social, pues garantías liberales y sociales no se excluyen[65]. En la 
existencia de doctrinas liberales se inscriben desde pensamientos de izquierda 
como de derecha, de manera que el liberalismo, en sí mismo, no puede ser visto 
como una concepción censurable. 

El proceso, como método dialéctico debe servir para alcanzar tutelar derechos 
sociales pero no por esto deja de ser una garantía liberal que desprecie valores 
individuales, pues estos hacen a la esencia del proceso, esto es, al margen de lo 
que se discuta en él, siempre será discutido por sujetos (en pie de igualdad 
[procesal]); es decir, el proceso directamente obedece al valor libertad e 
indirectamente sirve como garantía de otros valores que como instrumento facilita 
o contribuye a alcanzar, pero sobre todo garantiza los derechos frente a las 
amenazas del poder. 

De  manera que, resulta interesante, y más aún, posiblemente necesario, tomar 
conciencia de esta problemática axiológica para el estudio de la moralidad/buena 
fe/lealtad y probidad y/o abuso procesal. 

Conclusión [arriba]  

La referencia a expresiones o términos valorativos, como “moralidad procesal”, 
“lealtad”, “probidad”, “buena fe” y/o “abuso del derecho”, además de un 
problema semántico o de técnica legislativa, introduce el problema de la relación 
o no que existe entre la moral y el derecho[66], pues estas expresiones, 
denominadas cláusulas generales o normas en blanco, permiten o consienten su 
integración, con los problemas que esta técnica para colmar lagunas implica, pues 
se reenvía a elementos que no son en ocasiones considerados pacíficamente como 
jurídicos. 

La existencia misma de cláusulas generales, conceptos válvulas o normas en 
blanco, mediante las cuales se expresa el principio o regla (indeterminada) de la 
moralidad o buena fe procesal, confirma que éstas son expresión de valores que 
difícilmente nacen y mueran en un Código, sino que por el contrario se nutren de 
otros elementos convertidos en criterios jurídicos, que es necesario sistematizar, 
es decir, justificar su funcionamiento coherentemente dentro del ordenamiento 
jurídico. 

Por esta razón, en el tema de la moralidad o buena fe procesal se encuentra 
presente una viva discusión metaética que en la complejidad de las sociedades de 
hoy difícilmente tolere monismos éticos, y que sugiere, por lo tanto, una 
aproximación de análisis pluralista, que tome en cuenta el contexto normativo 
para el cual se destinan las normas sobre moralidad o buena fe procesal, a saber, 
el proceso. 

  

Notas [arriba]  

* El presente escrito forma parte de una investigación mayor sobre la moralidad o 
buena fe procesal aun en elaboración. 
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efetivação de provimentos judiciais, de natureza antecipatória ou final. Parágrafo 
único. Ressalvados os advogados que se sujeitam exclusivamente aos estatutos da 
OAB, a violação do disposto no inciso V deste artigo constitui ato atentatório ao 
exercício da jurisdição, podendo o juiz, sem prejuízo das sanções criminais, civis e 
processuais cabíveis, aplicar ao responsável multa em montante a ser fixado de 
acordo com a gravidade da conduta e não superior a vinte por cento do valor da 
causa; não sendo paga no prazo estabelecido, contado do trânsito em julgado da 
decisão final da causa, a multa será inscrita sempre como dívida ativa da União ou 
do Estado». 
[45] Art. 78: «Son deberes de las partes y sus apoderados: 1. Proceder con lealtad 
y buena fe en todos sus actos. 2. Obrar sin temeridad en sus pretensiones o 
defensas y en el ejercicio de sus derechos procesales. 3. Abstenerse de 
obstaculizar el desarrollo de las audiencias y diligencias. 4. Abstenerse de usar 
expresiones injuriosas en sus escritos y exposiciones orales, y guardar el debido 
respeto al juez, a los empleados de este, a las partes y a los auxiliares de la 
justicia. 5. Comunicar por escrito cualquier cambio de domicilio o del lugar 
señalado para recibir notificaciones personales, en la demanda o en su 
contestación o en el escrito de excepciones en el proceso ejecutivo, so pena de 
que estas se surtan válidamente en el anterior. 6. Realizar las gestiones y 
diligencias necesarias para lograr oportunamente la integración del contradictorio. 
7. Concurrir al despacho cuando sean citados por el juez y acatar sus órdenes en 
las audiencias y diligencias. 8. Prestar al juez su colaboración para la práctica de 
pruebas y diligencias. 9. Abstenerse de hacer anotaciones marginales o 
interlineadas, subrayados o dibujos de cualquier clase en el expediente, so pena 
de incurrir en multa de un salario mínimo legal mensual vigente (1 smlmv). 10. 
Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente o 
por medio del ejercicio del derecho de petición hubiere podido conseguir. 11. 
Comunicar a su representado el día y la hora que el juez haya fijado para 
interrogatorio de parte, reconocimiento de documentos, inspección judicial o 
exhibición, en general la de cualquier audiencia y el objeto de la misma, y darle a 
conocer de inmediato la renuncia del poder. Citar a los testigos cuya declaración 
haya sido decretada a instancia suya, por cualquier medio eficaz, y allegar al 
expediente la prueba de la citación. 12. Adoptar las medidas para conservar en su 
poder las pruebas y la información contenida en mensajes de datos que tenga 
relación con el proceso y exhibirla cuando sea exigida por el juez, de acuerdo con 
los procedimientos establecidos en este código. 13. Informar oportunamente al 
cliente sobre el alcance y consecuencia del juramento estimatorio, la demanda de 
reconvención y la vinculación de otros sujetos procesales. 14. Enviar a las demás 
partes del proceso después de notificadas, cuando hubieren suministrado una 
dirección de correo electrónico o un medio equivalente para la transmisión de 
datos, un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso. Se exceptúa la 
petición de medidas cautelares. Este deber se cumplirá a más tardar el día 
siguiente a la presentación del memorial. El incumplimiento de este deber no 
afecta la validez de la actuación, pero la parte afectada podrá solicitar al juez la 
imposición de una multa hasta por un salario mínimo legal mensual vigente (1 
smlmv) por cada infracción. 15. Limitar las transcripciones o reproducciones de 
actas, decisiones, conceptos, citas doctrinales y jurisprudenciales a las que sean 
estrictamente necesarias para la adecuada fundamentación de la solicitud”. Art. 
79: “Se presume que ha existido temeridad o mala fe en los siguientes casos: 1. 
Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento legal de la demanda, excepción, 
recurso, oposición o incidente, o a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la 



realidad. 2. Cuando se aduzcan calidades inexistentes. 3. Cuando se utilice el 
proceso, incidente o recurso para fines claramente ilegales o con propósitos 
dolosos o fraudulentos. 4. Cuando se obstruya, por acción u omisión, la práctica de 
pruebas. 5. Cuando por cualquier otro medio se entorpezca el desarrollo normal y 
expedito del proceso. 6. Cuando se hagan transcripciones o citas deliberadamente 
inexactas». 
[46] Art. 51: «Las partes deberán actuar en juicio con buena fe, y no ejercer 
abusivamente los derechos que les conceden las leyes procesales». Art. 52: 
«Repútase litigante de mala fe, a quien: a) omita o altere manifiestamente la 
verdad de los hechos; b) provoque o consienta el diligenciamiento de medidas 
cautelares decretadas a su pedido, en forma evidentemente innecesaria y no 
adopte en tiempo oportuno medidas eficaces para evitarla; y c) use el proceso con 
el fin de conseguir un objeto o beneficio ilícito. La enumeración precedente es 
taxativa». Art. 53: «Ejerce abusivamente sus derechos, la parte que en el mismo 
proceso: a) haya promovido dos o más impugnaciones de inconstitucionalidad, 
rechazadas con costas; b) haya promovido y perdido tres incidentes con costas; c) 
fuere sancionada más de una vez con medidas disciplinarias; y d) formule 
pretensiones o alegue defensas que, juzgadas, resulten manifiestamente 
desprovistas de fundamento o innecesarias para la declaración o defensa del 
derecho». 
[47] Art. 109: «Son deberes de las partes, Abogados y apoderados: 1. Proceder con 
veracidad, probidad, lealtad y buena fe en todos sus actos e intervenciones en el 
proceso; 2. No actuar temerariamente en el ejercicio de sus derechos procesales; 
3. Abstenerse de usar expresiones descomedidas o agraviantes en sus 
intervenciones; 4. Guardar el debido respeto al Juez, a las partes y a los auxiliares 
de justicia; 5. Concurrir ante el Juez cuando este los cite y acatar sus órdenes en 
las actuaciones judiciales; y 6. Prestar al Juez su diligente colaboración para las 
actuaciones procesales, bajo apercibimiento de ser sancionados por inconducta 
con una multa no menor de tres ni mayor de cinco Unidades de Referencia 
Procesal». 
[48] Art. 5: «Las partes, sus representantes o asistentes y, en general, todos los 
participes del proceso, ajustarán su conducta a la dignidad de la Justicia, al 
respecto que se deben los litigantes y a la lealtad y buena fe. El tribunal deberá 
impedir el fraude procesal, la colusión y cualquier otra conducta ilícita o 
dilatoria». 
[49] Cf. ZAGREBELSKY, Gustavo: El derecho dúctil: Ley, derechos, justicia, 9ª ed., 
Trad. M. Gascón, Ed. Trotta, Madrid, 2009, p. 16. Véase del mismo autor La virtud 
de la duda, una conversación sobre ética y derecho con Geminello Preterossi, 
Trad. J. Manuel Revuelta, Ed. Trotta, Madrid, 2012, pp. 37 ss. 
[50] Cf. BARBERIS, Mauro: Ética para juristas, Trad. A. Núñez Vaquero, Ed. Trotta, 
Madrid, 2008, p. 95. 
[51] Cf. Id., p. 100. 
[52] V. Ib. 
[53] V. ZAGREBELSKY, G.: ob. cit., p. 14. 
[54] V. Id. Véase también GUASTINI, R.: ob. cit., p. 233. 
[55] V. BARBERIS, M.: ob. cit., pp. 104-109. 
[56] V. Id., p. 124. 
[57] V. ZAGREBELSKY, G.: ob. cit., p. 14. 
[58] V. BARBERIS, M.: ob. cit., pp. 118 y 123. 
[59] Cf. ZAGREBELSKY, Gustavo y MARTINI, Carlo María: “La idea de justicia y la 
experiencia de la injusticia”, en La exigencia de justicia, Trad. M. Carbonell, Ed. 
Trotta, Madrid, 2006, p. 51. Véase también ZAGREBELSKY, G.: La virtud de la 
duda, cit., pp. 37 ss. 
[60] Cf. Id., p. 18. 



[61] Cf. Ib. 
[62] Cf. Id., p. 25. 
[63] Cf. CATTANEO, Mario A.: “Garantismo”, en Lessico della politica, director G. 
Zaccaria, Roma, 1987, p. 260. Véase también DE RUGGIERO, Guido: Storia del 
liberalismo europeo, 3ª ed., Roma-Bari, 1995, pp. 65-66 y más recientemente 
ALVAZZI DEL FRATE, Paolo: Giustizia e garanzie giurisdizionali. Appunti di storia 
degli ordinamenti giudiziari, Giappichelli, Torino, 2011, pp. 135 ss. En la doctrina 
argentina véase especialmente ALVARADO VELLOSO, Adolfo: El garantismo 
procesal, Ed. Juris, Rosario, 2010, pp. 35 ss. Más recientemente, particularmente 
en el contexto Latinoamericano véase CALVINHO, Gustavo: “Los derechos humanos 
y la garantía del proceso”, en Revista Latinoamericana de Derecho Procesal, 1, IJ-
LXXII-361, 
http://www.ijeditores.com.ar/v4.0/index.php?option=publicacion&idpublicacion=
67, 24 enero 2015, así como RAMOS, Glauco Gumerato: “Activismo vs. garantismo 
en el proceso civil: presentación del debate”, en Revista Latinoamericana de 
Derecho Procesal, 2, IJ-LXXII-99, 
http://www.ijeditores.com.ar/v4.0/index.php?option=publicacion&idpublicacion=
67, 24 enero 2015. 
[64] Cf. FERRAJOLI, Luigi: Derecho y razón. Teoría del garantismo penal, 9ª ed., 
Trad. P. Andrés Ibáñez et al, Ed. Trotta, Madrid, 2009, p. 869. 
[65] Cf. Id., p. 863. 
[66] Al respecto véase por todos NINO, Carlos Santiago: Introducción al análisis del 
derecho, 2ª ed., Ed. Astrea, Buenos Aires, 2007, p. 16 ss., también JORI, Mario y 
PINTORE, Anna: Introduzione alla filosofia del diritto, Giappichelli, Torino, 2014, 
pp. 56 ss.  

    

 


